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E n el Estado español 13 millones de 
personas se encuentran en riesgo 
de pobreza o exclusión, siendo 

el 2º país de la UE en pobreza infantil, 
mientras que el número de personas mi-
llonarias aumentó un 13% entre el 2012 
y 2013. Este aumento descontrolado de la 
desigualdad está lastrando la lucha contra 
la pobreza a nivel mundial y provoca que 
cada vez más personas tengan que emi-
grar. A día de hoy, 1 de cada 9 personas 
carece de alimentos suficientes y más de 
1.000 millones aún viven con menos de 
1,25 dólares al día. La riqueza acumulada 
por el 1% más rico de la población se ha 
incrementado, pasando de un 44% en 
2009 a un 48% en 2014.

Actualmente vivimos un clima mar-
cado por grandes debates que tienen un 
impacto local y un reflejo global, como la 
negociación de un Tratado Trasatlántico 
de Comercio e Inversiones (TTIP) entre la 
UE y EEUU. Esta propuesta que se espera 
sea aprobada a finales de 2015, plantea 
un nuevo marco de regulación de las re-
laciones comerciales y de inversión entre 
ambas regiones, con el objetivo último 
de generar el mercado más grande del 
planeta. Pero el TTIP no es sólo un acuer-
do comercial, es un nuevo tratado que 
únicamente favorece a los intereses de 
las grandes empresas trasnacionales en 
detrimento de los pequeños productores, 
consumidores, comerciantes, y de la ciu-
dadanía en general. Contiene iniciativas 
que tendrán un impacto muy negativo en 
términos ecológicos, sociales, laborales, 
económicos, todo ello acompañado de 
un importante déficit democrático.

Ahora que Naciones Unidas acaba de 
firmar los nuevos Objetivos de Desarrollo 
Sostenibles (los cuales reconocen objeti-

vos medioambientales, sociedades pacífi-
cas,  mejor gobernadas e inclusivas como 
instrumentos de desarrollo) más que 
nunca debemos frenar acuerdos como el 
TTIP, con el fin de poner en práctica una 
coherencia de políticas a nivel global.

En este décimo aniversario de la Cam-
paña Pobreza 0 nos preocupan las nefas-
tas consecuencias de acuerdos como el 
TTIP, aumentando la pobreza, desigual-
dad y vulneración de derechos huma-
nos. Y son precisamente los derechos 
humanos los que deben ser plenamente 
garantizados por las políticas públicas, 
haciendo frente de manera especial a tres 
cuestiones: pobreza, desigualdad e insos-
tenibilidad. La lucha contra estos proble-
mas es una cuestión de justicia global, en 
cuanto que exigimos el cumplimiento de 
todos los derechos humanos para todas 
las personas en todo el mundo. Es una 
cuestión de solidaridad intergeneracional 
en cuanto que no debe comprometer el 
desarrollo de las generaciones futuras.

En este contexto, el papel de la so-
ciedad civil es fundamental, por lo tanto 
es estratégico garantizar su participación 
activa en la gestión de lo público. Tra-
tados como el TTIP atentan contra esto 
precisamente, ya que su armadura jurídi-
ca limita el ejercicio de la democracia y 
de la soberanía de los pueblos. Además, 
todo el proceso de negociación se está 
llevando a cabo con gran secreto y opa-
cidad, fuera del control parlamentario y 
de la ciudadana, quebrando los principios 
básicos del Estado de Derecho.

La persistencia de la pobreza y de 
las desigualdades no son justificables ni 
inevitables, es una cuestión de voluntad 
ciudadana y política. Toda la ciudadanía 
puede reivindicar su fin, a través de la de-

nuncia, la movilización, la participación 
social o a través de nuestra vida cotidiana.

Es por ello que el día 17 de octubre, 
Día Internacional Contra la Pobreza, so-
licitaron: 
• �Un nuevo modelo económico y social 

que transforme radicalmente muchas 
de las reglas del juego. Un modelo al-
ternativo que nos permita escapar de 
los mitos del crecimiento, del consu-
mo y de la competitividad. Reivindi-
camos un sistema sostenible social y 
medioambientalmente, que nos lleve a 
la felicidad y al bienestar. En definitiva, 
avanzar hacia nuevos modelos de vida 
que buscan el reparto equitativo de la 
riqueza, el respeto al medio ambiente, 
la equidad de género y una vida digna 
para todas las personas.

• �Que los estados destinen el máximo de 
recursos disponibles para asegurar la 
progresiva realización de los derechos 
económicos, sociales y culturales, in-
cluso en tiempos de restricciones eco-
nómicas.

• �Que el sector privado, más allá de cum-
plir con las leyes y reglamentos nacio-
nales, opere sobre la base del respeto 
a los Derechos Humanos de todas las 
personas.

• �Detener el avance desmedido de la 
desregulación de los mercados, por 
los efectos que esto puede tener en el 
mundo, aumentando las desigualdades 
y la pobreza.

• �Que los estados adopten compromisos 
que vinculen la política fiscal con las 
obligaciones de derechos humanos, 
que se traduciría en más ingresos des-
tinados a más y mejores políticas pú-
blicas, con una gestión transparente y 
participativa.

TTIP: TRUCO O TRATO
El 17 de octubre, Día Internacional Contra la Pobreza,  

un año más diferentes colectivos sociales quisieron hacer  
de esa fecha una jornada de denuncia y reivindicación.
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L os movimientos migratorios son 
un fenómeno al que la sociedad 
española no es ajena, sino todo lo 

contrario: este fenómeno es muy próxi-
mo y cercano, ya que nuestro país tiene 
larga trayectoria en distintos periodos de 
su historia en ser, tanto emisor como re-
ceptor de personas que se ven obligadas 
a migrar por causas ajenas a su voluntad 
y contrarias a su propio proyecto de vida.

A mediados del siglo pasado, en 
España se produjo un proceso de migra-
ción interna hacia el norte de España y 
también hacia Europa y América en el 
intento de buscar las personas mejores 
condiciones de vida. Miles de familias su-
frieron el desplazamiento de familiares, 

de amigos/as de personas queridas que 
se enfrentaron a este desafío en busca de 
oportunidades.

Las décadas de los ochenta y noventa 
estuvieron marcadas por el fenómeno in-
verso, la llegada de personas provenientes 
de África y los países más pobres de Amé-
rica y Europa cuya motivación era similar.

Los inicios del siglo XXI, de nuevo 
han estado marcados por la emigración 
de ciudadanos/as españoles que ante la 
grave crisis económica de los últimos 
años se han visto forzados a buscar nue-
vas oportunidades en otros países.

En todo caso, las migraciones forzo-
sas acarrean un efecto perverso, tanto 
para las personas que las sufren, como 

para los pueblos que pierden su capital 
humano; sea cual sea el motivo que las 
impulse: hambrunas, las guerras, los con-
fl ictos armados, la violencia, las falta de 
medios mínimos para sobrevivir, etc.

Es momento de refl exionar, pero so-
bre todo de actuar ya con solvencia ética 
en defensa de los Derechos Humanos, 
la Dignidad de las Personas, de las posi-
bilidades de Igualdad y de generar entre 
todos/as estructuras para el Desarrollo 
Sostenible, para La Paz y la Justicia Social.

Desde nuestra organización colegial, 
como representantes de más de cuarenta 
mil Trabajadores/as Sociales, defensores de 
las personas más vulnerables, y miembro per-
manente de la FITS Europa y FITS Mundial:

Declaración del CGTS en apoyo 
a las personas afectadas 
por migraciones forzosas

Consejo General de Trabajo Social (CGTS)

MANIFESTAMOS
•  Que no es admisible que las actuaciones de las políticas de fronteras en la UE estén provocando tanto o más sufrimiento y desprotección 

a las personas refugiadas que el sufrido en los países de los que huyen.
•  Que la política de reparto de cuotas no debe mantener en el sufrimiento y abandono a millones de personas (niños/a, mujeres, hombres, 

ancianos, enfermas, con hambre, con frío, sin saber el paradero de sus familiares, etc.).
•  Que se respeten y garanticen los DDHH en los países receptores.
•  Que como estructural colegial, tanto en el ámbito español como a nivel europeo y mundial, nos ponemos a disposición del gobierno, 

comunidades autónomas y corporaciones locales, para articular y desarrollar cuantas propuestas sean necesarias y convenientes.
•  Que la rapidez, con actuaciones estructurales y coordinadas con la sociedad civil, mitigaría el sufrimiento y evitarían escenarios de 

racismo y xenofobia.
•  Que la atención social que requieren las personas que se han visto forzadas a abandonar sus países de origen no puede quedar reducida 

a la solidaridad inmediata y el voluntariado; tienen derecho a una intervención profesional, no hacerlo sería una vulneración de sus 
derechos a la atención social.

•  Que la sociedad española ha demostrado en reiteradas ocasiones que es solidaria y está dispuesta a colaborar una vez más.

SOLICITAMOS
•  Que ante una situación de extrema urgencia y emergencia se requiere de una intervención pública en los mismos términos.
•  Que se debe atender a estas personas desde el sistema Público de Servicios Sociales, al objeto de normalizar la intervención, tanto con 

la población refugiada-inmigrante como con la población autóctona.
•  Que el Sistema Público de Servicios Sociales viene sufriendo recortes permanentes y que es urgente y necesario dotarlo de más medios 

para que pueda hacerse cargo de la atención social a los personas que sufren por migraciones forzosas.
•  Que por parte de las Administraciones Públicas se lidere y coordine cuantas actuaciones sean necesarias para la adecuada atención 

social que este contexto de crisis humanitaria requiere, todo ello en colaboración con la sociedad civil.
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E ste proceso condujo a la aprobación de la Ley a fin de per-
feccionar el derecho a los servicios y prestaciones econó-
micas incluidas en su catálogo y consolidar, a tal efecto, el 

SVSS. Pero la ley se aprobó sin memoria económica y la crisis pos-
terior ha provocado, a la par, un aumento de las necesidades en 
materia de servicios sociales y una disminución de la recaudación 
y de los recursos económicos de las administraciones públicas 
para hacer frente a estas y otras necesidades.

En ese nuevo escenario, y con las salvedades realizadas, se ha 
sostenido el esfuerzo para desplegar los servicios y prestaciones 
económicas del SVSS e, incluso, en términos generales, se ha 
mantenido el gasto en dichos servicios y prestaciones, aunque 
ha disminuido la proporción de los servicios de mayor proximidad 
respecto a otros servicios, se ha reducido la intensidad e, incluso, 
la cobertura del SAD, y se ha avanzado poco en relación con los 
servicios considerados no estabilizados (nuevos o escasamente 
desarrollados).

Sin embargo, todos ellos son servicios que es preciso impulsar 
en coherencia con el modelo comunitario de atención, conforme 
a las previsiones de la ley y otras referencias relevantes como el 
Marco europeo voluntario sobre calidad en los servicios socia-
les, así como para responder a algunos factores clave, que van a 
condicionar la necesidad y demanda de servicios sociales a medio 
y largo plazo y, concretamente, al aumento de las personas en si-
tuación o riesgo de dependencia y a los cambios que cabe esperar 
en el débil equilibrio existente entre el apoyo formal e informal.

Considerando este conjunto de aspectos, resulta preciso que 
las administraciones públicas vascas:

1. Aumentemos el esfuerzo que venimos realizando para ga-
rantizar las coberturas e intensidades mínimas y, en lo posible, 
los niveles superiores previstos en el mapa al menos hasta que se 
produzca un repunte suficiente y constante de los ingresos de las 
administraciones públicas. Esto representa un aumento del gasto 
corriente público en 2017 de entre 155.501.594 (nivel mínimo) y 
164.775.439 (nivel superior) millones de euros respecto al exis-
tente en 2011, incluyendo el aumento derivado de la extensión a 
grado I y del desarrollo del régimen de compatibilidades.

2. Y, por otro lado, centremos los esfuerzos en los servicios y 
prestaciones económicas del Catálogo y la Cartera y busquemos 

la máxima eficacia y eficiencia en el uso de los recursos, comen-
zando por aprovechar todos los existentes.

Asimismo, parece necesario que:
•	 Sin dejar de atender el resto de contingencias, prestemos es-

pecial atención, a corto-medio plazo, al aumento de las nece-
sidades en el ámbito de la exclusión como consecuencia de la 
crisis cuyos efectos sociales, cuando menos, se van a prolongar 
en el tiempo más allá del momento en que se consolide una 
cierta recuperación económica y, a medio-largo plazo, tenga-
mos en cuenta el aumento, progresivamente creciente, de las 
necesidades de apoyo de las personas en situación de depen-
dencia, y de quienes asumen su cuidado informal, así como 
la necesidad de impulsar la atención primaria y un enfoque 
preventivo-promotor, particularmente, aunque no sólo, por lo 
que respecta a la prevención de las situaciones de dependencia 
y la promoción de la autonomía.

• �Todo ello en aras de garantizar el ejercicio efectivo de los de-
rechos de las personas usuarias y la calidad de la atención, y 
evitar el impacto que el contexto social - unido a la falta de 
impulso del modelo comunitario y, en particular, de estrategias 
preventivas y de promoción de la integración social con auto-
nomía - puede tener en la situación de las personas y familias y 
en la necesidad de servicios y prestaciones del SVSS, y de otros 
sistemas de protección social, a medio y largo plazo.

• �Y siendo conscientes, también, de que los servicios sociales 
constituyen un ámbito relevante de actividad económica y que 
multiplica los retornos, en términos de: a) calidad de vida de 
las y los destinatarios; b) prevención de la dependencia, la 
exclusión,…, y promoción de la autonomía y la inclusión; c) 
creación de empleo (se trata de servicios intensivos en personal 
y que generan oportunidades de empleo para colectivos que 
experimentan más dificultades en el acceso al mismo); d) creci-
miento económico (contribución al PIB); e) retorno fiscal; etc.

• �Finalmente, a nivel interno, es muy importante desarrollar y 
consolidar los órganos y herramientas de gestión del SVSS y, 
en particular el OISS y las herramientas de planificación y eva-
luación (del despliegue del SVSS y de la calidad), así como 
promover la visibilidad y conocimiento del SVSS por parte de 
la población y la coordinación y colaboración con el sistema 

Plan Estratégico de Servicios Sociales  
de la CAPV 2015-2018

La Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales se aprobó en la fase final de una etapa 
prolongada de crecimiento económico que posibilitó que, a lo largo de dos décadas, el SVSS 

(Servicio Vasco de Servicios Sociales) se configurara como un sistema de responsabilidad pública 
sólido y de amplio alcance, creciendo de forma extraordinaria tanto en términos de gasto 

como de población atendida y personal ocupado, hasta constituirse como el cuarto pilar de la 
protección social en Euskadi.
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de salud y el sistema de garantía de ingresos y para la inclusión 
social.

• �Y respecto a la financiación del gasto y la inversión: aumentar el 
esfuerzo de cada institución en lo necesario; constituir y dotar el 
“fondo” para impulsar los servicios y prestaciones económicas 
consideradas no estabilizadas; actualizar el Acuerdo Socio-sani-
tario de conformidad con lo previsto en la memoria económica; 
e impulsar, con el protagonismo de EUDEL, herramientas que 
faciliten realizar las inversiones necesarias en servicios de aloja-
miento y atención diurna de competencia municipal y reducir, en 
lo posible, los costes asociados a la construcción de las infraes-
tructuras así como a su financiación (intereses).

MISIÓN Y VISIÓN DEL Servicio Vasco de 
Servicios Sociales SVSS
El artículo 5 de la ley define el SVSS en los siguientes términos:
• �Constituye una red pública articulada de atención, de responsa-

bilidad pública, cuya finalidad es favorecer la integración social, 
la autonomía y el bienestar social de todas las personas, fami-
lias y grupos, desarrollando una función promotora, preventiva, 
protectora y asistencial, a través de prestaciones y servicios de 
naturaleza fundamentalmente personal y relacional.

• �Estará integrado por prestaciones, servicios y equipamientos de 
titularidad pública y de titularidad privada concertada.

• �Sus actuaciones serán objeto de coordinación y cooperación con 
las de otros sistemas y políticas públicas afines o complementa-
rias dirigidas a la consecución del bienestar social.

De este modo, cabe entender que la misión del SVSS es favo-
recer la integración social y la autonomía de todas las personas, 
familias y grupos - desarrollando una función promotora, preventi-
va, protectora y asistencial, a través de prestaciones y servicios de 
naturaleza fundamentalmente personal y relacional- y la consecu-
ción del bienestar social, en coordinación y cooperación con otros 
sistemas y políticas públicas afines o complementarias.

Y, a tal efecto, garantizar, como un derecho subjetivo, el acceso 
a los servicios y prestaciones económicas que conforman su Catá-
logo a las personas titulares del derecho, en los términos estable-
cidos en la ley y la Cartera, mediante la articulación y ordenación 
de una red de responsabilidad pública, integrada por prestaciones, 
servicios y equipamientos de titularidad pública y privada concer-
tada, con prevalencia de la gestión pública y de la gestión a través 
de la iniciativa social.

En relación a la visión, la propia ley establece, en la exposición 
de motivos, el elemento central del nuevo marco -la declaración 
del derecho subjetivo a los servicios sociales- y la situación que se 
pretende alcanzar respecto al despliegue del sistema, precisamente, 
para garantizar el ejercicio efectivo de ese derecho. Así, podemos 
formular la siguiente Visión:

Consolidar el SVSS como un sistema universal y de responsabi-
lidad pública, de modo que resulte posible garantizar el acceso a sus 
servicios y prestaciones económicas como un derecho subjetivo.

Y desplegarlo conforme al enfoque o modelo comunitario de 
atención previsto en la ley.

En coherencia con la Visión, el plan prevé que, en el horizonte 
de 2017, el SVSS estará en la línea de la universalización, equidad, 
cohesión, cooperación y calidad que marca el consenso interins-
titucional, social y político plasmado en la ley. Y específicamente 
prevé, entre otros aspectos, que:
• �Se garantizarán las coberturas mínimas en todos los servicios 

y prestaciones económicas y se estará cerca de alcanzar, o se 
habrá alcanzado, el nivel superior de las franjas de cobertura. 
Se habrá avanzado en la descentralización de los servicios, 
existiendo una mayor adecuación a los criterios poblacionales 
considerados más idóneos para su implantación.

• �Se habrán impulsado los servicios considerados no estabi-
lizados, según lo previsto en el mapa, disponiendo así de un 
sistema suficiente de respiro y apoyo a personas cuida-
doras y de un sistema de apoyos a la vida independiente. 
Se habrá desplegado una estrategia de prevención y pro-
moción de la autonomía en todos los ámbitos (dependencia, 
discapacidad, desprotección y exclusión).

• �Se habrá desarrollado la figura de la persona profesional de re-
ferencia, la coordinación de caso, sectorial (atención primaria 
y secundaria) e intersectorial (socio-sanitaria, socio-educativa, 
socio-laboral) y el acompañamiento social, con la partici-
pación de la iniciativa privada y, en particular, del tercer sector 
social.

• �Se habrá orientado el trabajo de las y los trabajadores sociales 
de los Servicios Sociales de Base hacia estas funciones, y 
se habrán reforzado, además, el conjunto de los servicios de 
competencia municipal, reforzando así también el modelo co-
munitario de atención.

• �Se habrá extendido significativamente el conocimiento, uso 
y aprecio del SVSS por la población, el conocimiento de 
sus prestaciones y servicios, y de la manera de acceder a los 
mismos, así como la participación de las personas y fami-
lias en la intervención que se lleva a cabo junto con ellas, en 
los servicios a ellos dirigidos y en las políticas que les afectan, 
aumentando la satisfacción de las personas, familias y grupos 
usuarios y destinatarios del SVSS.

• �Se habrá continuado el desarrollo de los decretos que regu-
lan los servicios y prestaciones económicas del SVSS 
(en particular en el ámbito de la atención a las personas con 
discapacidad y a las personas mayores, comenzando por la aten-
ción residencial, y el servicio de intervención social en atención 
temprana) y el “copago”, y se habrán desplegado el conjunto 
de procedimientos e instrumentos vinculados a la coor-
dinación de caso, incluido el plan de atención personalizada.

• �Se habrán reasignado las responsabilidades sobre los servi-
cios ajustándolas a la distribución competencial prevista en la ley 
y se habrá realizado, en consecuencia, el reajuste financiero 
interno acordado entre las partes.

Fuente: Plan Estratégico de Servicios Sociales de la CAPV 2015-2018 Octubre de 
2015 (pág. 51-54)
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reportaje

E n su forma más grave sería el de quienes viven literalmente 
a la intemperie, sin techo, y por tanto carecen de un lugar 
físico donde residir, no disponen de un espacio para la 

privacidad y tampoco de las relaciones sociales, ni cuentan con 
ningún título legal que les permita reclamar el uso y disfrute de 
un espacio para sí mismos.

Tradicionalmente, se ha abordado el fenómeno del sinhogarismo 
como una cuestión de política social, buscándose soluciones a 
través de dispositivos especializados de alojamiento (albergues, 
pisos tutelados, pensiones y hostales). En los últimos años, ha 
ido creciendo una mayor importancia del papel de la vivienda 
en la erradicación del sinhogarismo. En ese contexto, cada vez 
es mayor la atención que se le está dando al modelo Housing 
First como solución a este problema. Se trata de un enfoque 
contrapuesto a la visión tradicional (modelo “en escalera”), 
surgido en Estados Unidos a principios de los años noventa en 
una organización. Esta entidad se dirigía exclusivamente a trabajar 
con personas sin hogar con problemas de toxicomanías y/o que 
padecen trastornos de salud mental. 

El modelo se basa en una intervención temprana en vivienda, 
proporcionando viviendas asequibles y permanentes a personas 
que vienen directamente desde la calle o desde dispositivos de 
emergencia, ofreciendo un apoyo social y de salud intensivo.

¿Y SI EMPEZAMOS POR LA VIVIENDA?
Nerea Iturricastillo 

El sinhogarismo es un término que se utiliza para describir la situación en la 
que se encuentran las personas sin hogar. Se trata de una traducción literal al 
castellano del término homelessness en inglés. Es un fenómeno complejo que se 
entiende como la expresión más extrema de la exclusión social y de la pobreza. 
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reportaje
El éxito de esta estrategia ha hecho 

que numerosos países de la Unión 
Europea la hayan incorporado –con un 
concepto más amplio y con muchas 
variantes- como su línea principal 
de estrategia de er radicación del 
sinhogarismo. No obstante, sigue siendo 
completamente desconocida en España, 
donde tan solo hay una experiencia 
basada en este enfoque: PROGRAMA 
HABITAT.

Mediante el programa Housing First, 
se vio que más del 80% de las personas 
que vivían en el sinhogarismo mantenían 
la vivienda después de dos años. Por 
lo tanto, se observó que este programa 
ofrece mejores resultados que el modelo 
tradicional “la escalera” en el cual la 
persona tiene que ir superando diferentes 
etapas: de la calle se pasa a un albergue, 
del albergue a un alojamiento temporal 
y, siendo el último escalón y objetivo, el 
acceso a una vivienda permanente. Se 
trata de un proceso muy largo y difícil en 
el que la persona en cualquier momento 
puede ir a la calle. Además, las personas 
que están peor, difícilmente encuentran 
en este tipo de servicios la solución 
definitiva a su problemática.
En cambio, el modelo de interevención, 
Housing First ofrece una alternativa eficaz 
y eficiente sin que suponga mayor gasto 
que el modelo tradicional.

Es más, el Departamento de Vivienda 
de AEB observó que este nuevo modelo 
reduce un 30% la exclusión social. 
Además, el 15% de los participantes 
recobran la vida familiar y generan 
procesos que parecían imposibles de 
recobrar.

La idea de este nuevo programa es 
muy sencilla: para que una persona sin 
hogar mejore, primero hay que ofrecer 
una vivienda digna donde vivir, el 
resto vendrá después. Hay países que han 
observado los buenos resultados que se 
obtiene mediante este nuevo método de 
intervención y por ello, poco a poco se 
han ido sumando a este nuevo modelo: 
Toronto, Nueva York, Lisboa, Amberes, 
Helsinki… pretende ser una nueva forma 
de afrontar el sinhogarismo.

En  E spaña  t a l  y  como se  ha 
mencionado anteriormente, se puso en 
marcha el programa HABITAT. Hoy en 
día están en marcha 38 viviendas entre 
Madrid, Barcelona y Málaga, bajo los 
mismos principios de HOUSING FIRST. El 
100% de participantes han permanecido 
en la vivienda que les facilita el programa 
un año después de su entrada. Pero, 
también es verdad que no cualquiera 
puede participar en este programa. 
Para poder hacerlo tienen que cumplir 
con algunos requisitos: la persona 
participante debe ser mayor de 18,  no 
debe tener un techo, debe de tener una 
trayectoria dilatada de más de un año 
en la calle y tener alguna discapacidad, 
drogodependencia, enfermedad mental, 
alcoholismo…

Por lo tanto, los que mayormente 
participan son aquellos que se encuentran 
en situaciones más vulnerables. Una vez 
que se realiza la valoración de todas, 
las personas participantes se procede 
a realizar una especie de “subasta”, ya 
que, la demanda es mayor que la oferta. 
Por ello, tan solo algunas personas son 
beneficiarias de este programa. Las 
demás, la mayoría, siguen viviendo en la 
calle y en algunos casos fallecen en ella.

Sin embargo, a los participantes que 
les hayan tocado la vivienda pueden 
disfrutar de ella siempre y cuando 
cumplan con cuatro condiciones básicas:

1. Tiene que aceptar una visita 
semanal de cualquier persona del equipo 
de apoyo.

2. Tiene que aportar un 30% de los 
ingresos en concepto de alquiler.

3. Debe mantener reglas básicas de 
convivencia con los y las vecinas.

4. Mantener una entrevista de 
evaluación semestral.

Mediante este nuevo programa, 
se observa que en muchas ocasiones 
el asistencialismo no da soluciones 
duraderas. Además, lo asistencial es 
mucho más caro, llegando a rondar los 
12.500€ /per. Por gastos de ambulancias, 
furgonetas de los policías, servicios 
de urgencias. En cambio, con el nuevo 
modelo HF el 84% de las personas 
continúan viviendo en el mismo lugar 4 
años después y, económicamente es más 
barato: coste/día/plaza 48€ o menos, con 
la búsqueda y equipamiento incluido. 

Por ello, el objetivo debería ser 
cambiar de modelo asistencialista a un 
modelo que de verdaderas soluciones, 
soluciones duraderas ya que, en estos 
tiempos de crisis es un modelo que 
ahorra mucho en gastos, disminuyendo 
un 67% del coste policial y los gastos 
sanitarios y sociales. 
Lo más importante es que, con este 
programa se ofrece: una vivienda 
estable y una intervención de 
mayor intensidad con muy buenos 
resultados.
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S egún la OMS, la lactancia natural 
es el mejor modo de proporcionar 
al recién nacido/a los nutrientes 

que necesita y la recomienda como modo 
exclusivo de alimentación durante los 
seis primeros meses de vida. A partir de 
entonces se recomienda seguir con la lac-
tancia materna hasta los dos años, como 
mínimo, complementada adecuadamente 
con otros alimentos inocuos.

Nunca ha pasado desapercibida la 
lactancia materna cuando la misma se 
realiza en público. En el viejo continente 
nos cuesta seguir el ritmo de la vida y ver 
como una cosa natural que las mujeres 
alimenten a sus bebes en público, si la 
necesidad o la madre lo requiere. Esto 
siempre ha sido un debate que en mayor 
o menor medida, no deja de generar po-
lémica. Bien porque las mujeres tratan de 
normalizar el hecho o porque las que se 
sienten agraviadas protestan por miradas 
inquisitivas o comentarios reprobatorios. 

Para muchas mujeres, amamantar 

en público es una de esas cuestiones 
que, antes de ser madres, ni siquiera se 
planteaban si lo iban a hacer o no. Pero 
cuando han tenido a su hijo/a, les han 
dado el pecho donde ha sido necesario, 
porque saben que esto es vital para el o la 
misma. Por lo que todo lo demás (tabú, 

vergüenza, malas caras de otras personas, 
etc.) se ha convertido en superfluo.

Hoy en día se realiza la alimentación 
de los niños y niñas de forma diferente 
(lo que se denomina a demanda) ya que 
está aconsejado por los y las profesiona-
les de la pediatría; por lo tanto, las madres 
saben que su hijo o hija pide el pecho 
cuando lo necesita, y como estas mujeres 
no quieren que este hecho llegue a limitar 
o condicionar su vida diaria ni su vida so-
cial, les dan el pecho con discreción allí 
donde están: en el tren, en un bar, en el 
parque, etc.

Pero existen casos en los que las ma-
dres que ejercen un derecho tan primario 
como es alimentar a su bebé allí donde lo 
necesite, han sido criticadas, censuradas 
y hasta expulsadas de sitios públicos. 
Por lo que se considera importante que 
a partir de ahora, amamantar a los/
las bebés en cualquier espacio público 
de Euskadi se haya convertido en un 
derecho con todas las de la ley y refle-
jado en la nueva Carta de Derechos y 
deberes de las personas en el Sistema 

Vasco de Salud-Osakidetza, aprobada 
de forma reciente por el Gobierno Vasco.

El artículo 9 de la nueva Carta se refie-
re a la salud sexual y reproductiva y refleja 
que las mujeres tienen derecho a ser “in-
formadas y formadas en materia de lac-
tancia materna con objeto de fomentar 
su utilización en la alimentación infan-
til” y a “ejercer el derecho a amamantar 
a los hijos e hijas en cualquier espacio 
público”. La anterior Carta de Derechos 
y Deberes estaba vigente en Osakidetza 
desde el año 1989 y la nueva va más allá 
de mero catálogo de derechos y aspira a 
promover una nueva ética.

Incorpora, por primera vez, derechos 
vinculados directamente con la buena 
organización y gestión del sistema sa-
nitario, derechos referidos a colectivos 
integrados por personas vulnerables, así 
como sobre las necesidades específicas 
de personas afectadas por enfermedades 
raras y relativas a la infancia, adolescen-
cia, sexualidad, reproducción, ancianidad 
y final de la vida.

Dar el pecho en lugares públicos de 
Euskadi se convierte en un derecho
La nueva Carta de Derechos y Deberes de las personas en el Sistema Sanitario de 
Euskadi recoge por primera vez como un derecho de las mujeres amamantar a su 

bebé en cualquier espacio público.
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Según 
datos extraídos del 

estudio realizado por el 
Ayuntamiento de Vitoria-
Gasteiz e Ikuspegi en el 
año 2014, sobre cómo 

influye la inmigración en 
esta ciudad, en diferentes 

ámbitos de la vida 
cotidiana y si tiene la 

venida de estas personas 
efecto negativo o en esos 

ámbitos decir que: en 
lo que se refiere a  la 

preocupación personal por 
el efecto de la llegada de 
estas personas en cuanto 
a las posibilidades o no 

de encontrar o mantener 
el trabajo, más de la 
mitad de las personas 

encuestadas relató que no 
se muestra preocupada 
(60%), mientras que el 
39,3% sí afirmó estarlo.

D estacando que: a mayor nivel de 
estudios, menor preocupación 
(18,6% para estudios superiores 

frente al 60,5% para estudios primarios. 
Mayor preocupación  entre las personas 
de ideología de derecha y centro (66,7% 
y 57%) que en las de centro izquierda e 
izquierda (23% y 35,6% respectivamen-
te). Más preocupación entre personas 
de estatus bajo (59,5%) frente a las de 
estatus alto-medio alto (22,7%). Mayor 

nivel de preocupación entre las personas 
que se declaran nacionalistas españolas 
(53,3%) que entre las que se identifican 
como nacionalistas vascas moderadas 
(27,3%).

Pasando a otro aspecto del bienestar, 
como es la vivienda, encontramos que 
la sociedad vitoriana en su mayoría no 
se muestra preocupada por el hecho de 
que la llegada de personas inmigrantes 
pueda afectar negativamente a su acceso 
a la vivienda. Así, el 65,3% afirman no 
estar preocupadas, mientras el 32,7% si 
sienten preocupación. Comparando estas 
cifras con las recogidas entre la población 
vasca en su conjunto, se puede observar 
que no hay grandes diferencias, aunque 
parece que la sociedad vitoriana muestra 
algo menos de preocupación (5 puntos 
menos) con la vivienda que lo que perci-
be el conjunto de la sociedad vasca.

El grado de preocupación en Vitoria-
Gasteiz ha bajado desde el año 2008, 
pasando del 39,7% al 32,7% en el año 
2013. Esta evolución positiva tiene una 
clara explicación, si pensamos que des-
de que comenzó la crisis, el número de 
viviendas que se encuentran en venta ha 
aumentado de forma considerable y el 
precio por metro cuadrado que se pide 
en la compraventa se ha reducido osten-
siblemente. Es decir, que el parque inmo-
biliario en venta ha aumentado mucho y 
su precio ha descendido acusadamente.

Se vuelven a encontrar diferencias 
importantes en este estudio  en cuanto a 
las siguientes variables: a mayor nivel de 
estudios, menor preocupación (muestra 
preocupación el 17,1% entre las personas 
que tienen estudios superiores frente al 

51,3% entre las que tienen estudios pri-
marios). Mayor preocupación entre las 
personas de ideología de derecha y cen-
tro (57,1% y 50%, respectivamente) que 
entre las de centro izquierda e izquierda 
(19% y 27,1%, respectivamente). Mayor 
preocupación entre las personas de esta-
tus bajo (56,8%), frente a las de estatus 
alto-medio alto (21,2%). Más preocu-
pación entre las personas que no tienen 
ningún tipo de interacción en el ámbito 
privado (hogar, familia, 40,7%) que entre 
las que declaran tener un grado alto de 
interacción con la población inmigrante 
(23,2%). 

Otra cuestión que se analiza en dicho 
estudio es la preocupación, ligada al fenó-
meno de la inmigración, que puede tener 
la población vitoriana por esperar más en 
los hospitales. Se ha entresacado que, la 
mitad de la población vitoriana cree que 
la llegada de más personas inmigrantes 
les hará esperar más en los hospitales 
(49,7%), mientras que otra mitad no 
comparte esta visión (49,3%). También 
se comparan las cifras con las que se ob-
tuvieron para el conjunto de la CAE, y 
apenas se pueden observar diferencias 
dignas de mención.

Cuando se comparan los datos del 
2013 con los del 2008, se ve cómo ha 
ido disminuyendo la preocupación en lo 
referente a la espera en los hospitales. Si 
en 2008 hubo un 61,5% de personas en-
cuestadas que opinaban que la llegada de 
la población inmigrante les podía suponer 
esperar más en los hospitales, en 2013 
este porcentaje ha bajado 11,8 puntos.

Hasta el año 2008 los ritmos de llega-
da de personas inmigrantes extranjeras, 

¿Está preocupada la socie-
dad vitoriana con respecto 
a las personas inmigran-
tes en cuanto a distintos 
aspectos del bienestar? 
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crecían de forma paulatina, pudiendo dar 
paso a una preocupación o percepción 
negativa ante esta cuestión, mientras 
que en años posteriores y hasta el año 
2013, con el cambio de ciclo en los con-
tingentes de llegada, se ha ido suavizan-
do la preocupación por las esperas en los 
hospitales.

Existe más preocupación entre las 
personas que no tienen ningún grado de 
interacción en el ámbito privado (60%) 
que entre las que declaran tener alguna 
o alta relación (38,8% y 40,6%).  A más 
edad, mayor preocupación (59,8% entre 
las personas de 45-64 años frente al 40% 
entre las de 18-29 años).

En cuanto al ámbito de la educación, 
se aprecia un aumento considerable de la 
preocupación entre la población vitoriana 
encuestada: si en 2008 era minoritario el 
grupo de personas que mostraban pre-
ocupación, hoy ese grupo está cerca de 
triplicarse en número.

En esta cuestión nos dice el estudio, 
que puede estar influyendo la crisis eco-
nómica que se está sufriendo y la reduc-
ción de recursos públicos asignados a la 
educación, unido a la necesidad de una 
mayor atención que demandan ciertos 
colectivos de personas inmigrantes por 
su desconocimiento de las lenguas de la 
CAE.

La pérdida de la identidad cultural, 
que es otro ámbito por el que se pregun-
ta a la población vitoriana en el “estudio 
diagnóstico sobre el fenómeno migratorio 
en Vitoria-Gasteiz 2014”, en general el 
81,7%  de la población encuestada ha res-
pondido que no les suscita preocupación.

La preocupación aumenta a mayor ni-
vel de estudios (5,7% entre las personas 
que tienen estudios superiores frente al 
31,6% entre las personas que no tienen 
estudios).  Hay más preocupación entre 
las personas de estatus bajo (29,7%) 
que entre las de estatus alto-medio alto 
(7,6%).

También se analiza en este estudio si 
le preocupa a la población vitoriana que 
la llegada de personas inmigrantes pueda 
afectar al acceso a las ayudas sociales. La 
mitad de las personas encuestadas opina-
ban que la llegada de más personas inmi-
grantes puede perjudicar a su acceso a las 
ayudas sociales, mientras que el 43,3% 

cree lo contrario. Esta situación es común 
tanto para Vitoria- Gasteiz como para el 
resto de la CAE, aunque es mayor la pre-
ocupación en el conjunto de la sociedad 
vasca (casi 5 puntos más).

En las conclusiones, nos dicen que 
desde el año 2008 ha ido en aumento el 
porcentaje de respuestas afirmativas, pa-
sando del 45,4% al 53,3%, lo que eviden-
cia un claro deterioro de las posiciones 
de la población vitoriana: en los últimos 
años, coincidiendo con la crisis económi-
ca, ha aumento notablemente la preocu-
pación por el acceso a las ayudas sociales. 

Se da una menor preocupación entre 
las personas que tienen estudios superio-
res (28,6%) que entre las que tienen estu-
dios primarios (73,7%).  Las personas que 
declaran ser de ideología de derecha sien-
ten más preocupación (71,4%) que las de 
ideología de centro izquierda (34%). Los 
grupos que muestran mayores niveles de 
preocupación son personas que están 
en paro (70,8%) y personas jubiladas 
(63,9%), mientras que los y las estu-
diantes presentan menor preocupación 
(7,1%). El estatus social bajo se asocia 
a mayor preocupación (73%), mientras 
que el estatus alto-medio alto a niveles de 
preocupación más bajos (30,3%).

Para terminar, vamos a comentar la 
percepción global, de conjunto, que tiene 
la población vitoriana sobre la inmigra-
ción extranjera y lo haremos analizando 
sus respuestas a un ítem en el que se pide 
a las personas encuestadas que valoren 
en una escala de 0 a 10 puntos, los efec-
tos negativos (0 puntos) o positivos (10 
puntos) en la sociedad vasca.

La valoración media en Vitoria-Gas-
teiz en el año 2013 asciende al 4,49 pun-
tos, lo que corresponde a una posición 
intermedia (ni positivo ni negativo). Este 
resultado probablemente se deba a que 
la pregunta es muy genérica e incluye en 
sí muchas dimensiones que a veces son 
contradictorias, lo que puede dar lugar a 
tal ambigüedad.

Esta cifra refleja en Vitoria-Gasteiz 
algo que ya hemos comentado en otras 
ocasiones cuando hemos analizado el 
comportamiento del conjunto de la socie-
dad vasca, que tiene un comportamiento 
similar: la población autóctona vitoriana 
muestra ambivalencias cuando analiza-

mos su percepción, posturas y actitudes 
ante la inmigración extranjera.

En algunos aspectos, la población vi-
toriana refleja discursos y disposiciones a 
la acción tolerantes, abiertos y confiados, 
mientras que en otras cuestiones eviden-
cia rasgos intolerantes, de cerrazón y 
desconfianza y de claro rechazo ante las 
personas inmigrantes.

Si analizamos la evolución de la va-
loración de los efectos de la llegada de 
personas inmigrantes, veremos que la 
media ha bajado de los 4,71 puntos de 
2008 a los 4,49 puntos de 2013. Aunque 
la diferencia no sea llamativa, creemos 
que es interesante destacarla. En nuestra 
opinión, la crisis económica y de nuestro 
modelo de estado del bienestar han tras-
ladado a la sociedad vitoriana un senti-
miento de incertidumbre y desconfianza 
en el futuro que se manifiesta en la valo-
ración que hacen de la inmigración ex-
tranjera y en sus mayores dudas sobre la 
bondad de sus efectos en la comunidad.

A modo de resumen, decir que el es-
tudio revela: que la dimensión del bien-
estar que más preocupación suscita es el 
acceso a las ayudas sociales. En cambio, 
la pérdida de identidad es el ámbito don-
de menos preocupación muestra la pobla-
ción encuestada.

El ámbito en el que mayor crecimien-
to de la percepción de preocupación se ha 
detectado es en la calidad de enseñanza, 
que está cerca de multiplicarse por tres 
desde el año 2008.

Sin embargo, algunas características 
sociodemográficas introducen diferencias 
a la hora de evaluar la preocupación por 
la llegada de las personas inmigrantes. 
Así, el nivel de estudios es la variable que 
discrimina a la población encuestada en 
todas las dimensiones el bienestar, siendo 
las personas con estudios superiores las 
que menos preocupadas se muestran.

La ideología política es otra variable 
que parece tener cierta relevancia en la 
percepción de preocupación, donde en-
contramos que las personas de ideología 
de derecha tienden más a atribuir las di-
ficultades de acceso a los servicios, bús-
queda de empleo y vivienda a la llegada 
de la población inmigrante.
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perspectivas

E n el ámbito de la Comunidad Au-
tónoma de Euskadi, con la aproba-
ción del Decreto 175/1989, de 18 

de julio, se procedió, por primera vez, 
a regular esta materia mediante la apro-
bación de la «Carta de Derechos y Obli-
gaciones de los pacientes y usuarios del 
Servicio Vasco de Salud Osakidetza». Re-
gulación ésta que se completa, en cuanto 
a la infancia y adolescencia, por la Ley 
3/2005, de 18 de febrero, de atención y 
protección de la infancia y adolescencia, 
cuyo Capítulo II se dedica al derecho a la 
salud y a la atención sanitaria.

Posteriormente, la Ley 8/1997, de 26 
de junio, de Ordenación Sanitaria de Eus-
kadi, en su artículo 10, establece que el 
Sistema sanitario de Euskadi garantizará 
el desarrollo y aplicación de todos los de-
rechos y deberes de carácter instrumental 
y complementario que deriven de la regu-
lación legal del derecho a la protección de 
la salud. En desarrollo de esta previsión 
se procede a la actualización de los de-
rechos y deberes de las personas en el 
sistema sanitario de Euskadi, teniendo en 
cuenta los valores que en este momento 
impregnan la asistencia sanitaria y que la 
relación entre las y los profesionales sani-
tarios y las personas destinatarias de las 
prestaciones está en continua evolución, 
con una mayor demanda de autonomía, 
información, participación y pedagogía 
por parte de estas últimas. De ahí que el 
equilibrio entre los derechos y los deberes 
de las partes implicadas en esta relación 

vaya variando y, sin duda, tornándose 
más complejo.

La esperanza de vida ha seguido au-
mentando y los problemas de salud se 
presentan a menudo como condiciones 
con las que se ha de convivir a lo largo de 
la vida. El envejecimiento progresivo de 
la población hace que las enfermedades 
crónicas y degenerativas y la discapacidad 
derivada de múltiples patologías cobren 
un creciente protagonismo. La vulnera-
bilidad, la dependencia, la protección y 
el respeto a la autonomía y a los proyec-
tos vitales son cuestiones prioritarias en 
nuestro tiempo. 

A raíz de estos cambios, en la rela-
ción asistencial se han desarrollado nue-
vos valores: autonomía, sostenibilidad, 
protección de las personas más vulnera-
bles, seguridad clínica, etc., que deben 
promoverse. Pero también han surgido 
«contra-valores»: ineficiencia, excesiva 
medicalización, insolidaridad, etc., que 
deben evitarse. En una sociedad plural y 
democrática, los poderes públicos tienen 
la tarea de promover los primeros y limitar 
los segundos. Junto a estos nuevos valo-
res, en este periodo de tiempo, ha tenido 
lugar una extraordinaria evolución cien-
tífico-técnica que, unida a la evolución 
de los recursos dedicados a la asistencia 
sanitaria, plantean la necesidad de una 
revisión de la relación entre profesionales 
sanitarios y ciudadanía, tanto desde un 
punto de vista ético como jurídico.

Esta Declaración pretende ordenar y 
estructurar el contenido de numerosas y 

variadas  normas que recogen el conjunto 
de derechos y deberes de la ciudadanía de 
conformidad con los principios de uni-
versalidad, solidaridad, equidad, calidad 
de los servicios y participación que con-
forman el sistema sanitario de Euskadi. 
La Declaración contribuye, por tanto, a 
profundizar en carácter universal de la 
asistencia sanitaria, en la mejora de la 
calidad asistencial, en la solidaridad, en 
la equidad en el acceso y en el uso de los 
servicios sanitarios y en la participación 
de las personas en las actuaciones del sis-
tema sanitario de Euskadi.

Esta declaración aspira a que todas 
las partes implicadas reconozcan las po-
sibilidades asistenciales reales y hagan 
un uso adecuado y sostenible de los 
recursos. También pretende que las per-
sonas puedan adoptar un papel activo y 
responsable en los procesos y en la toma 
de decisiones que afectan a su salud y en-
fermedad, a su sexualidad y reproducción 
y a su vida, incluido el final de la misma.

DERECHOS Y DEBERES DE LAS 
PERSONAS EN MATERIA DE SALUD

Fuente: DECRETO 147/2015, de 21 de julio, por el que se aprueba la Declaración sobre Derechos y Deberes de las personas en el sistema sanitario de Euskadi. 

Los derechos y deberes de las personas en materia de salud son la manifestación del 
conjunto de valores que vertebran las relaciones sanitarias. Constituyen una expresión 

de los derechos humanos recogidos en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de 1948 y tienen su fundamento en el artículo 43 de la Constitución Española 
en el que se reconoce el derecho a la protección de la salud y encomienda a los poderes 
públicos organizar y tutelar la salud pública, a través de medidas preventivas y de las 

prestaciones y los servicios necesarios. 
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premios

E l artículo 3 del mencionado Decreto 
prevé que, anualmente, mediante 
Resolución de la persona titular de 

la Dirección competente en materia de 
Derechos Humanos, se procederá a con-
vocar el Premio y que dicha convocatoria 
establecerá la cantidad dineraria que con-
lleva el Premio, así como el plazo y lugar 
de presentación de las candidaturas.

El Premio René Cassin debe su nom-
bre a René Cassin, nacido en Baiona en 
1887, considerado el principal inspirador 
de la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos y merecedor del Premio 
Nobel de la Paz en 1968. Este año, el pre-
mio ha sido concedido a la Plataforma 

vasca para la querella contra los crí-
menes del franquismo, donde se agru-
pan las víctimas querellantes vascas.

El jurado, reunido el pasado 19 de no-
viembre en Vitoria-Gasteiz, decidió pre-
miar este año la labor que este colectivo 
de personas desarrolla en el ámbito de la 
defensa de la justicia universal como ins-
trumento de persecución de graves viola-
ciones de los derechos humanos.

Otros premiados en años anteriores 
han sido: Las Víctimas participantes 
en los programas Adi-adian, Víctimas 
educadoras y Glencree (2014), CEAR 
Euskadi (2013), Bakeaz (2012), Ami-
netu Haidar (2011), María Oianguren 

Idígoras y representantes de la ONG Bri-
gadas (2010), Marcos Ana (D. Fernando 
Macarro Castillo) (2009), Desmond Tutu 
& Roelf Meyer (2008), Sociedad de Cien-
cias Aranzadi y la Tripulación del “Fran-
cisco y Catalina” (2007), Asociación Civil 
Abuelas de Plaza de Mayo (2006), Sres. 
D. Alec Reid y D. Harold Good (2005),  Dª 
Koro Erdozia Lasa(2004) y Colectivo He-
taira (2003).

El premio fue entregado por el lehen-
dakari Iñigo Urkullu en un acto que se 
celebró en Lehendakaritza el día 10 de 
diciembre, fecha en la que se conme-
mora el Día Internacional de los De-
rechos Humanos.

Premios René Cassin
El Decreto 427/2013, de 16 de octubre de 2013, regula el Premio «René Cassin», 
de Derechos Humanos, cuya finalidad es reconocer públicamente la actuación 

destacada, en el ámbito de los Derechos Humanos, de aquellas personas o 
colectivos que, con su trayectoria personal o profesional, dan testimonio de su 
compromiso en la promoción, defensa y divulgación de los Derechos Humanos.
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perspectivas

S egún Rosa López, de ABA Abo-
gadas y especialista en Derecho 
Laboral y de Familia, hay unos pun-

tos básicos a tener en cuenta por todas 
aquellas mujeres trabajadoras que estén 
embarazadas o tenga previsto estarlo 
próximamente.

La empresa puede despedir a una 
trabajadora en todos los casos, ya esté 
embarazada, disfrutando del permiso de 
lactancia, con reducción de jornada o 
por excedencia por cuidado de un o una 
menor. La diferencia entre despedir a una 
trabajadora embarazada, durante los nue-
ve primeros meses tras el nacimiento del 
o la menor o mientras disfruta de una re-
ducción de jornada, y otra que no esté en 
cualquiera de estas situaciones, es que en 
el primer caso, si el despido fuera injustifi-
cado, sería nulo.

En este caso, la empresa estaría obli-
gada a reincorporar a la trabajadora a su 
puesto de trabajo, una vez que el juzgado 
reconociese la ilegalidad del despido, sin 
posibilidad (salvo acuerdo), de sustituir la 
readmisión por el abono de una indemni-
zación. En el resto de los casos, el despido 
sería improcedente, por lo que la empresa 
debería abonar la indemnización corres-
pondiente.

En el caso de mujeres embarazadas 
con un contrato temporal o de obra, y 
una vez que se haya terminado la tarea 
para la que fue contratada, se da por extin-
guido el contrato, por lo que no se consi-
dera despido, ya que independientemente 
de que esté o no embarazada, el servicio 
para el que fue contratada ha finalizado.

No obstante, si la obra por la que se 
formalizó el contrato no hubiera termina-
do, o las funciones llevadas a cabo por la 
trabajadora embarazada fueran diferentes 
a las recogidas en el mismo y/o formara 
parte de la actividad ordinaria de la empre-
sa, entonces la finalización del contrato 
se consideraría injustificada. En este caso 
es conveniente que la afectada interpon-
ga una demanda por despido nulo a fin 
de que se condene a la empresa o se la 
reincorpore a su puesto de trabajo como 
indefinida.

No existe obligación de comunicar 
a la empresa que la trabajadora está 
embarazada, así en el caso de que se pro-
duzca un despido injustificado, éste sería 
nulo con independencia de que la empresa 
conociera o no su estado, por lo que la 
trabajadora tendrá derecho a su readmisión 
en su puesto de trabajo.

Las autónomas tienen derecho a 
baja por maternidad en los mismos tér-
minos que una trabajadora por cuenta aje-
na. Para ello, debe haber cotizado al me-
nos 180 días en los últimos 7 años, o bien 
360 días a lo largo de toda su vida laboral.

La posibilidad de unir todas las ho-
ras de lactancia para cambiarlas por 
días de baja, depende de lo que establez-
ca el convenio colectivo, o bien de lo que 
se pacte con el empresario.

La trabajadora embarazada podrá 
ausentarse de su puesto de trabajo, por 
el tiempo indispensable para la realización 
de exámenes prenatales y clases de prepa-
ración al parto que deban realizarse dentro 
de la jornada laboral.

En el caso de que el puesto de tra-
bajo suponga un riesgo para el emba-
razo, la trabajadora puede solicitar a 
su empresa el cambio a un puesto com-
patible con su estado, y en el caso de que 
no sea posible, podrá solicitar la suspen-
sión de su contrato para pasar a cargo de 
la Seguridad Social. En este caso percibiría 
una prestación equivalente al cien por cien 
de su base reguladora (el salario total hasta 
un máximo de 3.425€ brutos), mientras 
persista la situación de riesgo y hasta el día 
que inicie su baja por maternidad.

Cuando el riesgo se produce duran-
te el periodo de lactancia, al igual que 
en el caso anterior, la trabajadora podrá 
solicitar un cambio de puesto de trabajo, 
y si no es posible, podrá suspender su con-
trato y pasar a cargo de la Seguridad Social, 
percibiendo en este caso una prestación 
equivalente al cien por cien de su base re-
guladora, hasta que el lactante cumpla los 
9 meses de edad.

El permiso de maternidad cuando 
la madre trabajadora tiene más de un 
hijo/hija, caso de gemelos/as, mellizos/as, 
trillizos/as, etc., se amplía por cada hijo/a, 
sumando dos semanas más a las 16 pre-
vistas para un uno hijo o hija. Es decir, en 
el caso de mellizos/as serían 18 semanas 
de baja maternal.

Cuando tras el nacimiento, se pro-
duce la hospitalización del bebé por 
falta de peso, o por cualquier otra condi-
ción clínica, por un periodo superior a los 7 
días, la baja maternal se ampliará en tantos 
días como el recién nacido se encuentre 
hospitalizado, y por un tiempo máximo de 
13 semanas adicionales.

Lo que hay que saber si estás  
trabajando y estás pensando en 
quedarte embarazada o ya lo estás

Tras una reciente sentencia del Tribunal Constitucional, que dictamina que 
la protección a las trabajadoras embarazadas frente al despido no se puede 

extender al periodo de prueba, salvo cuando se vulneren derechos fundamentales, 
se ha generado una cierta incertidumbre sobre la situación laboral de las mismas.
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V ale, se encuentra, reconocido  en la Declaración, pero 
en un mundo en el que se producen alimentos para el 
doble de las personas que lo habitamos, ¿cómo se aplica 

el DERECHO cuando hay más de 850 millones de personas con 
problemas muy graves para acceder a la alimentación? 

Si se tienen que producir los alimentos,  las personas ne-
cesitan  cosas tan básicas como tierra, semillas, agua y otros 
recursos. Si se deben comprar, se necesita dinero y la posibilidad 
de acceder al mercado. El derecho a la alimentación requiere, por 
tanto, que los Estados proporcionen un entorno propicio en el 
que las personas puedan desarrollar plenamente su potencial para 
producir o procurarse una alimentación adecuada para sí mismas 
y para sus familias.

Pero el hambre sigue creciendo tanto en los en los países 
en desarrollo como en los desarrollados con claras diferencias 
económicas y bolsas de pobreza grave o extrema. 

Tal y como reconoció el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (Comité de DESC) en su Comentario Ge-
neral 12:

“El derecho a la alimentación adecuada se ejerce cuando todo 
hombre, mujer o niño, ya sea solo o en común con otros, tiene 
acceso físico y económico , en todo momento, a una alimentación 
adecuada o a medios para obtenerla.”

Para el Relator Especial, el derecho a la alimentación es:
“El derecho a tener acceso, de manera regular, permanente 

y libre, sea directamente, sea mediante compra por dinero, a 
una alimentación cuantitativa y cualitativamente adecuada y 
sufi ciente, que corresponda a las tradiciones culturales de la po-
blación a la que pertenece el consumidor y garantice una vida 
psíquica y física, individual y colectiva, libre de angustias, satis-
factoria y digna.”
2. ¿Qué no es el derecho a la alimentación?

El derecho a la alimentación no es el derecho a una míni-
ma ración de calorías, proteínas y otros nutrientes específi cos, 
o el derecho de una persona a ser alimentada. Se trata de que se 
garantice el derecho de todo individuo a poder alimentarse por 
sí mismo, lo que supone no sólo que los alimentos estén dispo-
nibles – que la proporción de la producción sea sufi ciente para 
toda la población – sino también que sea accesible – esto es, que 
cada hogar pueda contar con los medios para producir u obtener 
su propio alimento.

Sin embargo, si las personas no son capaces de alimentar-
se por sus propios medios, debido, por ejemplo, a un confl icto 
armado, desastres naturales o porque se encuentren en estado 
de detención, el Estado tiene la obligación de proporcionarles 
alimento directamente.

Fácil de decir: 
“derecho a la alimentación”

“Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, 
la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia 

médica y los servicios sociales necesarios. Tiene asimismo derecho a los seguros en caso de 
desempleo, enfermedad, invalidez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad”. Esto viene refl ejado en el  artículo 25 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, por lo tanto todos los seres humanos tienen 
derecho a una alimentación adecuada y a los recursos necesarios para conseguirla de forma 

continuada.  Este derecho representa no sólo un compromiso moral o una opción de políticas, 
sino que en la mayoría de los países constituye un deber de derechos humanos jurídicamente 

obligatorio de acuerdo a las normas internacionales. 
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3. �¿Cuáles son los elementos clave del derecho a la ali-
mentación?

• �Disponibilidad supone, por una parte, que los alimentación 
estén disponibles a través de fuentes naturales, ya sea median-
te la producción de alimentos (agricultura y ganadería) o por 
otros medios que permitan obtener alimentos: pesca, caza y 
recolección. Por otra parte, significa que los alimentos deben 
estar disponibles a la venta en mercados y tiendas.

• �Accesibilidad supone que se garantice el acceso físico 
y económico a los alimentos. La accesibilidad económica 
significa que los alimentos deben ser asequibles. Toda persona 
debería ser capaz de procurarse alimento para una alimentación 
adecuada sin tener que comprometer por ello ninguna otra 
necesidad básica: medicamentos, alquiler, gastos escolares, 
etc. La accesibilidad física significa que los alimentos deben ser 
accesibles a todas las personas, incluyendo a los grupos más 
vulnerables físicamente: los menores, laspersonas enfermas, 
discapacitadas ypersonas mayores, para los cuales resulta difícil 
salir para conseguir alimento.

• �Adecuación significa que una alimentación adecuada debe 
satisfacer las necesidades alimentarias de cada persona, 
teniendo en cuenta su edad, sus condiciones de vida, su salud, 
ocupación, sexo, etc. Por ejemplo, si la alimentación de un 
niño no contiene los nutrientes necesarios para su desarrollo 
mental y físico, entonces no es adecuada. La alimentación 
también debe ser apta para el consumo humano, libre de 
sustancias adversas, como contaminantes procedentes de 
procesos industriales o agrícolas, especialmente residuos de 
pesticidas, hormonas o medicamentos veterinarios. Para que 
una alimentación pueda ser considerada adecuada, también 
debe ser culturalmente aceptada. Por ejemplo, la ayuda 
humanitaria que contenga alimentos que sean tabú desde un 
punto de vista religioso o cultural para los ‘beneficiarios’ o que 
sea inconsistente con sus hábitos alimentarios no podrá ser 
culturalmente aceptada.

 
4. ¿Cómo surgió el derecho a la alimentación?

En 1996 se organizó en Roma la Cumbre Mundial de la Ali-
mentación. La Asamblea de asistentes acordó dar un contenido 
más concreto y operativo al derecho a la alimentación, reconocido 
en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 y 
consagrado en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de 1966.

Como resultado, se adoptaron toda una serie de iniciativas:

• �En 1999, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales de la ONU, el órgano compuesto por expertos inde-
pendientes encargado de supervisar el cumplimiento por parte 
de los Estados del Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, (PIDESC), adoptó el Comentario 
General nº 12 sobre el derecho a la alimentación. Los 
Comentarios Generales no son legalmente vinculantes pero 
sí representan la interpretación oficial del PIDESC, que sí es 
legalmente vinculante para los Estados Partes de este tratado.

• �En el año 2000, la Comisión de Derechos Humanos estableció 
por resolución 2000/10 de 17 de abril de 2000 el mandato 
del Relator Especial sobre el derecho a la alimentación.

• �En 2003, la Organización de las Naciones Unidas para la Ali-
mentación y la Agricultura (FAO) estableció un Grupo de Tra-
bajo Intergubernamental para que preparase un conjunto de 
líneas directrices relativas a la aplicación del derecho a la ali-
mentación. Este proceso llevó a la adopción el 23 de noviembre 
de 2004 por parte de 187 Estados Miembros del Consejo Gene-
ral de la FAO de las Directrices Voluntarias en apoyo de la 
Realización Progresiva del Derecho a una Alimentación 
Adecuada en el Contexto de la Seguridad Alimentaria 
Nacional. Estas Directrices se basan en el derecho interna-
cional y constituyen una serie de recomendaciones que los 
Estados han elegido sobre cómo cumplir con las obligaciones 
contraídas de conformidad con el artículo 11 del Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

 
5. �¿Está reconocido el derecho a la alimentación en el 

derecho internacional?
Sí, el derecho a la alimentación está protegido por el derecho 

internacional humanitario y las normas internacionales de dere-
chos humanos. Así mismo, las obligaciones correlativas de los 
Estados también están reconocidas por el derecho internacional.

• �El derecho a la alimentación fue reconocido en 1948, en 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(Artículo 25) como parte del derecho a un nivel de vida 
adecuado, y consagrado en 1966 en el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Art. 11).

• �También ha sido reconocido en varios instrumentos in-
ternacionales específicos como la Convención sobre los 
Derechos del Niño (Art. 24(2)(c) y 27(3)), la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer (Art. 12(2)), o la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad (Art. 25(f) y 28(1)).

• �El derecho a la alimentación ha sido así mismo reconocido 
por distintos instrumentos regionales – como el Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, conocido como el Protocolo de San Salvador 
(1988), la Carta Africana sobre los Derechos y el Bienestar del 
Niño (1990) y el Protocolo a la Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos sobre los Derechos de las Mujeres 
en África (2003) – así como en muchas constituciones na-
cionales.

• �También hay varios instrumentos internacionales en ma-
teria de derechos humanos no vinculantes desde un 
punto de vista legal (recomendaciones, líneas directrices, 
resoluciones y declaraciones) que resultan de gran relevancia 
para el derecho a la alimentación. Uno de estos instrumentos 
de derecho indicativo, y sin duda el más directo y detallado, es 
el texto de las Directrices Voluntarias en apoyo de la Realización 
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Progresiva del Derecho a una Alimentación Adecuada en el 
Contexto de la Seguridad Alimentaria Nacional (en adelante: 
Las Directrices sobre el Derecho a la Alimentación). Estas 
Directrices fueron adoptadas por consenso en noviembre de 
2004 por el Consejo de la FAO. Representan una herramienta 
práctica para ayudar a la realización plena del derecho a una 
alimentación adecuada.

 
6. ¿Qué deben hacer los países a escala nacional?

Los países deben hacer efectivo el derecho a la alimentación 
a escala nacional, tal y como se menciona en el Comentario Ge-
neral nº 12 sobre el derecho a la alimentación del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU y las 
Directrices Voluntarias en apoyo de la Realización Progresiva del 
Derecho a una Alimentación Adecuada en el Contexto de la Se-
guridad Alimentaria Nacional.

La aplicación de la normativa relativa al derecho a la alimen-
tación a escala nacional ha tenido una gran repercusión en las 
constituciones nacionales, legislaciones, sistemas judiciales, 
instituciones, políticas y programas, así como para varios temas 
relacionados con la seguridad alimentaria: pesca, tierras, trata-
miento diferenciado de los grupos más vulnerables y acceso a 
los recursos.

La Directriz Voluntaria 3 de la FAO proporciona indicaciones 
útiles para ayudar a los Estados a adoptar estrategias nacionales 
basadas en los derechos humanos para la realización plena del de-
recho a una alimentación adecuada. Tales estrategias nacionales 
deberían incluir el establecimiento de mecanismos institucionales 

adecuados, en parti-
cular para: (i) 

identificar, lo 
antes po-
sible, las 
a m e n a -
zas emer-
gentes al 

derecho a 
la alimenta-

ción a través de 
sistemas de super-

visión; (ii) mejorar la 
coordinación entre los 

diferentes ministerios com-
petentes, y entre los diferentes 

niveles, nacional y sub-nacional, de 
gobierno; (iii) mejorar la responsabili-

dad, esto es, establecer claramente las com-
petencias y las responsabilidades, y acordar plazos precisos para 
la realización de las dimensiones del derecho a la alimentación 
que requieran una realización progresiva; (iv) garantizar una par-
ticipación adecuada en el proceso, especialmente de los grupos 
poblacionales que viven una situación de mayor inseguridad ali-
mentaria; finalmente los Estados deberían (v) prestar especial 

atención a la necesidad de mejorar la situación de los segmentos 
más vulnerables de la sociedad, incluyendo las niñas y mujeres, 
cuya situación específica debería tenerse fundamentalmente en 
cuenta; al principio de no discriminación, así como a la inclusión 
específica del acceso a una alimentación adecuada dentro de es-
trategias más amplias de reducción de la pobreza.

 
7. ¿El derecho a la alimentación impone algún tipo de obli-
gaciones a la comunidad internacional?

El derecho a la alimentación impone a todos los Estados 
ciertas obligaciones no sólo con respecto a las personas que vi-
ven en sus territorios nacionales, sino también con respecto a la 
población de otros Estados. Estos dos tipos de obligaciones se 
completan mutuamente. El derecho a la alimentación solo podrá 
considerarse plenamente alcanzado cuando se respeten ambas 
obligaciones a escala nacional e internacional.

• �Los esfuerzos nacionales seguirán teniendo una repercusión 
limitada en la lucha contra la malnutrición y la inseguridad 
alimentaria a no ser que el entorno internacional, incluyendo 
tanto la ayuda y la cooperación al desarrollo como los regíme-
nes de comercio e inversiones o los esfuerzos por frenar cambio 
climático a escala mundial, facilite e incentive estas iniciativas 
nacionales.

• �Y al contrario, la eficacia de cualquier esfuerzo emprendido 
por la comunidad internacional para alcanzar estos objetivos 
dependerá del establecimiento de marcos legales e institucio-
nales a escala nacional, y de políticas relativas a la realización 
del derecho a la alimentación eficazmente gestionadas en el 
país en cuestión.

Recursos útiles

“Una revolución de derechos: La aplicación del derecho a la alimen-
tación a nivel nacional en América Latina y el Caribe”, Nota 
Explicativa 6, del Relator Especial sobre el derecho a la alimen-
tación, disponible también en Inglés.

“From Charity to Entitlement: Implementing the right to food in South-
ern and Eastern Africa”, Briefing Note 5, by the Special Rap-
porteur on the right to food

Nota informativa ‘Países que se enfrentan al hambre desde el enfoque 
del derecho a la alimentación. Progreso significativo en la im-
plementación del derecho a la alimentación a escala nacional 
en África, América Latina y Asia Meridional’, Mayo de 2010 
(en inglés)

Oficina del alto comisionado para los derechos humanos“El derecho a 
la alimentación adecuada”, Fact Sheet nr. 34, Abril 2010.

Seminar report “Solutions for hunger: a policy seminar on the right to 
food”, 7 November 2008, Ottawa, Canada

FAO General Council, Voluntary Guidelines to Support the Progressive 
Realization of the Right to Adequate Food in the Context of 
National Food Security - Part 2 (23 November 2004)

FAO General Council, Voluntary Guidelines to Support the Progressive 
Realization of the Right to Adequate Food in the Context of 
National Food Security - Part 1 (23 November 2004)

Consejo Económico  y Social, Comité de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales, Observación   No. 12:  El derecho a una 
alimentación adecuada (art. 11). (1999)
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perspectivas

Madrid, 1 de septiembre de 2015. 

La prevalencia de la defensa de las fronteras frente a los derechos de las personas supone un alejamiento de la Europa Social y los 
principios fundadores de la Unión Europea (UE). Las organizaciones sociales reclamamos a los Estados miembro que se impi-
da el genocidio al que estamos asistiendo, y que ha tenido su demostración más plausible en las últimas tragedias, que 
eleva el número de personas fallecidas en el Mediterráneo a más de 22.000 personas solamente en 2015. Se corre el riesgo de que la 
alta frecuencia de noticias trágicas, como la muerte de 71 inmigrantes traficados en un camión en Austria, las 200 muertes en el último 
naufragio en Libia, los trenes desbordados de solicitantes de asilo sirios en Macedonia, etc. distorsionen la consideración de personas 
como sujetos de derechos a aquellas que transitan por el que ya se conoce como mapa de la desesperación. 

EAPN - ES llama la atención sobre una serie de tendencias que van en contra de los derechos fundamentales:

Operaciones navales que no priorizan la ayuda humanitaria

La migración fue uno de los problemas más importantes discutidos por los ministros durante la reunión del Consejo Europeo el 25 y 
26 de junio en Bruselas. El debate se centró en el aumento reciente del número de personas refugiadas y migrantes que ingre-
san por mar. Los jefes de Estado concluyeron que intensificarán la cooperación con los países de origen y de tránsito y se centrarán en 
la lucha contra los traficantes. Esto incluye la nueva operación naval de la UE contra los pasadores de fronteras y los traficantes de seres 
humanos en el Mediterráneo, llamada “EUNAVFOR Med, que fue puesta en marcha por el Consejo el 22 de junio de 2015. Varias 
organizaciones que luchan por el cumplimiento de los derechos de estas personas han criticado la operación militar por 
no resolver el problema de salvar vidas y por no respetar la legislación internacional. 

El mezquino reparto de solicitantes de asilo

El debate del Consejo Europeo también se enfocó en la redistribución de las 40.000 personas solicitantes de asilo que se 
encuentran en Italia y Grecia y la reubicación de 20.000 personas refugiadas (principalmente, sirias y eritreas) que han 
escapado de sus países pero que no han llegado a la UE. En total, 60.000 personas deberían ser reubicadas o reasentadas a través 
de un esquema que los ministros del interior de la UE definieron a finales de julio. Luxemburgo asumió la presidencia del Consejo Europeo 
en julio y por lo tanto, está a cargo de liderar las negociaciones. El presidente de la Comisión de la UE, Jean-Claude Juncker, se refirió 
a esta medida como un esfuerzo modesto ante el número de migrantes y personas en busca de protección. Europa aprobó reubicar 
a 32 mil solicitantes de asilo durante dos años. En 2015 ya han llegado 300.000 personas por el Mediterráneo.

Las siete vallas europeas, como ejemplos de impotencia ante los solicitantes de asilo

Erdine (Grecia-Turquía), Lesovo y Kraynovo (Bulgaria-Turquía), Hungría, Calais (Francia-Inglaterra), Ceuta y Melilla (España-
Marruecos) son las alambradas de espino que se han instalado ante la crisis migratoria y de asilo actual. 

Las devoluciones en caliente como principal solución 

La nueva Ley de Seguridad Ciudadana entró en vigor en España el 1 de abril de 2015. Modifica la Ley de extranjería y permite 
explícitamente expulsar sin el proceso debido y de forma inmediata y colectiva (devoluciones en caliente) a las personas 
migrantes en las fronteras del sur de España, en Ceuta y Melilla. En un fallo emitido el 22 de abril de 2015 por un tribunal de Melilla, 
se estableció que la reforma jurídica adoptada proporciona cobertura legal a los retornos que se llevan a cabo en Melilla, generando una 
situación de vulnerabilidad extrema.

Los derechos y la vida de las personas 
deben prevalecer sobre la defensa 

de las fronteras
Ante la crisis humanitaria más grave desde la II Guerra Mundial en Europa

Comunicado de Prensa
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perspectivas

Ante esta situación, EAPN - ES MANIFIESTA QUE:
La política migratoria y de asilo europea ha de basarse en vías de acceso legales y seguras y no ser únicamente una política 

de control de fronteras. Esta política también ha de incluir líneas de lucha contra las redes de tráfi co y trata de personas. Las 
mafi as se aprovechan del aumento de la desigualdad y los confl ictos bélicos para actuar con más intensidad, pero no son la 
causa de la actual crisis migratoria y de asilo. Son una consecuencia. La lucha contra estas mafi as no puede basarse únicamente 
en el hundimiento de barcos fuera de nuestras fronteras, sino en políticas activas de cooperación y desarrollo con los países de 
origen. Por lo tanto, EAPN - ES SUSCRIBE LA DECLARACIÓN Uérfanos, promovida por CEAR, que exige a la Unión Europea 
y a sus Estados miembro que pongan en marcha con carácter urgente las siguientes medidas:

•  Desarrollar una nueva política de asilo y migración europea en la que se priorice a las personas y los derechos humanos.

•  Poner en marcha una operación de rescate y salvamento efi caz que cuente con los medios y el alcance necesarios, cumpliendo 
con el deber de socorro, con el fi n de evitar más muertes en el Mediterráneo.

•  Habilitar vías legales y seguras que garanticen el acceso al derecho de asilo a las personas refugiadas evitando que tengan que 
emprender travesías mortales para obtener protección en un país seguro. Para ello es necesario:

•  Reforzar los programas de reasentamiento en coherencia con el número de refugiados existente, asumiendo un reparto equitativo 
y solidario entre todos los estados.

•  Garantizar la posibilidad de pedir asilo en embajadas y consulados en los países de origen y tránsito.

•  Activar políticas de concesión de visados humanitarios.

•  Eliminar la exigencia del visado de tránsito para aquellas personas que proceden de países en confl icto.

•  Hacer realidad la Directiva Europea de Protección Temporal activando el mecanismo contemplado para hacer frente a emergencias 
humanitarias.

•  A bordar las causas que provocan los desplazamientos forzados.

Alfonso López / Coordinador
RED EUROPEA DE LUCHA CONTRA LA POBREZA

Y LA EXCLUSIÓN SOCIAL EN EUSKADI
POBREZIA ETA GIZA BAZTERKETAREN
AURKAKO EUROPAR SAREA EUSKADIN

www.eapneuskadi.net
Plaza Venezuela, nº1 - 2º izq.-izq. 48001. Bilbao

Tel: 94 416 18 84 / Móvil: 626 18 82 13



20

análisis

L a violencia filio-parental posee un conjunto de característi-
cas del comportamiento bien definidas que conforman un 
patrón de la conducta que se manifiesta en forma de falta 

de límites, arrebatos incontrolados y una creciente tendencia a 
los extremos. 

La mayoría de los menores y adolescentes violentos sienten 
una profunda animosidad a ser supervisados o guiados por sus 
progenitores.  En la violencia filio parental psicológica los actos 
más habituales son: ignorar o ningunear a los progenitores, hu-
millar, denegar el afecto, expresiones no verbales de desprecio 
o degradación, retirar el afecto, romper y golpear objetos para 
amedrentar, amenazar, mentir, insultar, culpabilizar, manipular, 
ausentarse de casa sin avisar, omisión de ayuda, coaccionar e 

intimidar (pegar patadas a puertas, pared, lanzar objetos, esgrimir 
cuchillos o romper cristales). 

Las conductas que restringen las posibilidades de ingresos/
ahorro de los progenitores por medio de robos, venta o destruc-
ción de objetos, generación de deudas (móviles, juegos, compras) 
y utilización de tarjetas bancarias por parte de los hijos o los 
daños económicos que deben asumir los progenitores reflejan la 
violencia económica. La violencia económica va acompañada de 
la psicológica en conductas como: amenazas, mentiras, chantaje 
emocional, extorsión, coerción y manipulación, básicamente.

La violencia física es el conjunto de conductas que pueden 
producir daño corporal causando heridas por medio de objetos, 
armas o partes del cuerpo para propinar patadas, bofetones, gol-

Violencia filio-parental  
¿hasta dónde llegan los derechos?
¿Qué es la violencia filio-parental? “La violencia filio parental es aquella donde 
el hijo/a actúa intencionada y conscientemente, con el deseo de causar daño, 
perjuicio y/o sufrimiento a sus progenitores, de forma reiterada, a lo largo del 
tiempo, y con el fin inmediato de obtener poder, control y dominio sobre sus 
víctimas para conseguir lo que desea, por medio de la violencia psicológica, 

económica y/o física”.
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aztergai
pes y empujones. Sin olvidar que todo 
maltrato físico comporta, a su vez, el 
psicológico emocional (humillación, 
impotencia, desamparo). La omisión de 
ayuda o abandono en una situación de 
vulnerabilidad de la víctima también se 
contempla como maltrato físico y psico-
emocional. 

Lo que más preocupa en este mo-
mento es que la violencia filio parental, 
es muy poco conocida por la sociedad, 
no son muchos los padres o madres los 
y las que denuncian a sus hijos e hijas 
por este tipo de violencia, ya que en 
muchas ocasiones son adolescentes los 
que les están causando daño, perjuicio 
y sufrimiento, utilizando cualquier tipo 
de violencia de las tres ya mencionadas 
y creen que podrán resolver la situación 
sin llegar a extremos tan drásticos como 
es la denuncia de la situación que viven a 
las autoridades. 

Pero desafortunadamente, las madres 
y los padres de los/as niños/as y adoles-
centes maltratadores descubren, de forma 
inevitable, que sus recursos habituales 
de reaccionar o, incluso, la puesta en 
práctica de las sugerencias que les die-
ron los especialistas en terapia familiar, 
son inefectivas con sus hijos e hijas. 
Asimismo, cuando los progenitores uti-
lizan reprimendas, amenazas o castigos, 
los menores responden incrementando 
en intensidad y frecuencia su conducta 
violenta, lo que les hace optar por la per-
suasión, la aceptación o la comprensión 
del hijo o hija. Sin embargo, e inesperada-
mente, el o la menor no solo ignora estos 
gestos conciliadores, sino que reacciona 
con mayor desdén. Siendo en este mo-
mento cuando los padres y madres llegan 
a comprender que sus manifestaciones de 
conciliación o de sumisión (tal y como las 
ve su hijo), comportan un incremento en 
las exigencias del niño/a o adolescente, 

lo que les lleva al enfado e indignación, 
expresados con contundencia.

Esta violencia se produce poco a poco 
y suele comenzar generalmente en escala-
da: se inicia habitualmente con insultos y 
descalificaciones, pasa a amenazas y rup-
tura de objetos, y finaliza con agresiones 
físicas de índole cada vez más severa. Es 
un proceso que puede durar años, y debe 
destacarse que no alberga un fin determi-
nado: la violencia crece progresivamente 
y no se detiene ni siquiera cuando se con-
sigue una sumisión absoluta, un pleno 
dominio y un control total por el terror.

Este tipo de violencia aparece en 
todas las estructuras familiares. No obs-
tante, es en las familias monoparentales 
donde generalmente aparecen más casos 
de violencia filio-parental. Destacar que 
este tipo de violencia  es así mismo muy 
preocupante por su incremento en cuanto 
a la incidencia y la prevalencia con la que 
se produce.
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A la vista de lo anterior, serán hechos 
subvencionables:

a) �	Una excedencia, para atender al cui-
dado de hijos o hijas menores de tres 
años de edad. En los supuestos de 
adopción, acogimiento familiar, per-
manente o preadoptivo o de tutela, los 
tres años en los que podrá disfrutarse 
de la excedencia contarán a partir de 
la resolución judicial o administrativa.

b) �	 Una reducción de la jornada de traba-
jo en, al menos, un tercio de la misma 

para cuidar a hijos o a hijas menores 
de doce años.
Excepcionalmente, si el menor pade-

ce una discapacidad reconocida de por-
centaje igual o superior al 33%, la ayuda 
por reducción de jornada podrá disfrutar-
se hasta que el hijo o hija cumpla los 18 
años, y la correspondiente a la excedencia 
hasta que el hijo o hija cumpla 3 años.

El concepto de hijos e hijas abarca no 
solo la filiación natural o adoptiva sino 

también la tutela y el acogimiento per-
manente o preadoptivo.
Colectivo beneficiario:
a) 	�Las personas trabajadoras por cuenta 

ajena.
b) 	Las personas socias trabajadoras o 

socias de trabajo de las sociedades 
cooperativas.
NOTA: No serán objeto de sub-

vención las excedencias o reducciones 
de jornada a que pudieran acogerse las 
personas trabajadoras con relaciones la-
borales de carácter especial incluidas en 
la letra b del artículo 2 del Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el 
que se aprueba el texto refundido de la ley 
del Estatuto de los Trabajadores.

Requisitos del colectivo beneficia-
rio para Ayudas a personas trabajadoras 
que se encuentren en situación de exce-
dencia o reducción de jornada de trabajo 
para el cuidado de hijos o de hijas: 

1.- Ostentar la guarda y custodia del 
hijo o la hija para cuyo cuidado se haya 
solicitado la excedencia o la reducción 
de la jornada de trabajo, durante toda la 
duración de la actuación subvencionable.

Ayudas a personas trabajadoras 
que se encuentren en situación de 
excedencia o reducción de jornada 

de trabajo para el cuidado  
de hijos e hijas

Fuente: Departamento de Empleo y políticas Sociales. “www.euskadi.net” 

La ayuda tiene por objeto conciliar la vida familiar y laboral promoviendo, en 
última instancia, la igualdad de oportunidades de hombres y mujeres, tanto en 
el acceso y permanencia en el empleo como en sus posibilidades de dedicación 

intensiva al cuidado de sus hijos e hijas durante la etapa en que más lo necesitan. 
Y, en concreto, compensar, al menos parcialmente, la pérdida de ingresos originada 
por una excedencia laboral o una reducción de jornada de trabajo para el cuidado 

de los hijos e hijas menores de edad.
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2.- Figurar empadronada junto con el 
hijo o la hija para cuyo cuidado se haya 
solicitado la excedencia o la reducción 
de la jornada de trabajo, durante toda la 
duración de la actuación subvencionable.

Se excepciona esta exigencia de em-
padronamiento conjunto en los supues-
tos de separación, divorcio o nulidad con 
guarda y custodia compartida, en estos 
casos, el o la menor deberá estar empa-
dronado con cualquiera de las personas 
que tengan atribuida su guarda y custo-
dia.

3.- Residir de forma efectiva y figurar 
en el Padrón de cualquier municipio de 
la Comunidad Autónoma del País Vasco 
en el momento de presentar la solicitud y 
durante toda la duración de la actuación 
subvencionable.

Además, deberá haberlo hecho de 
forma continuada en el año anterior a la 
presentación de la solicitud o, si no se 
cumple ese período mínimo, durante cin-
co años continuados dentro de los diez 
inmediatamente anteriores.

4.- Haber disfrutado de una situación 
de excedencia o reducción de jornada de 
trabajo por un período continuado míni-
mo de 59 días naturales.

El período mínimo de 59 días natura-
les en actuación subvencionable puede 
ser discontinuo en las siguientes situa-
ciones:

1.- cuando la persona solicitante ten-
ga un contrato fijo-discontinuo.

2.- cuando la persona solicitante esté 
afectada por un expediente de regulación 
de empleo.

3.- cuando haya sido interrumpido 
por el ejercicio del derecho de huelga.

4.- cuando la persona solicitante 
disfrute de su excedencia o reducción de 
jornada en los períodos de vacaciones 
escolares de Semana Santa, verano o Na-
vidad, siempre y cuando las actuaciones 
subvencionables sean iniciadas y finali-
zadas en los periodos que a continuación 
se describen:

A los efectos de la ayuda, se entien-
den por vacaciones escolares de Semana 
Santa las dos semanas completas que 
transcurren desde el lunes previo a Jue-
ves Santo hasta el domingo posterior al 
lunes de Pascua.

A los efectos de la ayuda, se entien-
den por vacaciones escolares de verano 
el período comprendido entre el 1 de 
junio y el 30 de septiembre, ambos días 
incluidos.

A los efectos de la ayuda, se entien-
den por vacaciones escolares de Navidad 
el período comprendido entre el 21 de 
diciembre y el 9 de enero del siguiente 
ejercicio, ambos días incluidos.
Dotación:

De acuerdo a lo dispuesto en la OR-
DEN de 1 de abril de 2015, del Consejero 
de Empleo y Políticas Sociales, por la que 
se aprueban los umbrales de renta familiar 
estandarizada, la cuantía y el porcentaje 
de las ayudas y las instancias normaliza-
das de solicitud de las ayudas previstas 
en los capítulos II, III y V del Decreto 
177/2010, de 29 de junio, sobre ayudas 
para la conciliación de la vida familiar y 
laboral.

La cuantía de la ayuda se determinará 
en función de la renta familiar estanda-
rizada, para cuyo cálculo se tendrán en 
cuenta, con el alcance que les atribuye 
el Decreto 154/2012, de 24 de julio, so-
bre el sistema de estandarización de la 
renta familiar en el marco de las políticas 
de familia, la composición de la unidad 
familiar, el nivel de renta familiar, y el co-
eficiente de equivalencia correspondiente 
a la unidad familiar.

Asimismo, las cuantías que se in-
dican son las aplicables a los casos en 
los que la excedencia o la reducción se 
refieren a la jornada laboral completa 
del ámbito sectorial que corresponda. 
Cuando la persona que haya solicitado 
la excedencia o la reducción de jornada 
estuviera contratada para una jornada la-
boral de duración inferior, o la actuación 
subvencionable se haya ejercitado por pe-
ríodos distintos a 365 días naturales, las 
cuantías de las ayudas se determinarán de 
forma proporcional.
Límite:

1. Tanto los padres como las madres 
podrán combinar el disfrute sucesivo de 
excedencias y reducciones de jornada 
siempre que lo hagan, cada uno de ellos, 
por períodos continuados mínimos de 59 
días naturales.

2. El disfrute simultáneo de las ayu-
das por parte de los dos progenitores o 
progenitoras es posible únicamente en el 
caso de la reducción de jornada.

3. Para el disfrute subvencionado de 
la excedencia o de la reducción de jorna-
da se establecen unos límites máximos, 
tanto por pareja como por solicitante, así 
como para el conjunto de la vida familiar 
y para cada una de sus etapas, entendien-
do que la llegada de un nuevo hijo o hija 
supone el cierre de una etapa y la apertu-
ra de otra nueva. Dichos límites son los 
siguientes:
Trámites de Solicitud y Aportación de 
Documentación

El trámite de “Solicitud y aportación de 
documentación”, es el que inicia el procedi-
miento, para ello la persona interesada debe 
de presentar el formulario de solicitud co-
rrectamente cumplimentado dentro del pla-
zo indicado de presentación de solicitudes.




